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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / DEFECTO FÁCTICO / NO HUBO LA INADECUADA VALORACIÓN PROBATORIA QUE SE ALEGA.
Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional ha acogido en fallos C-560/05 y T-332/06, entre otros.

De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se acate el requisito de la inmediatez…
Así mismo la Corte Suprema de Justicia, ante la interposición de acciones constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración…
Si bien la providencia que dictó en primera instancia el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.) no resultó favorable a lo reclamado por el señor MESA LÓPEZ, en ese proveído no se aprecia la vulneración de derecho fundamental alguno, máxime que el mencionado funcionario en ejercicio del derecho de la independencia y autonomía judicial estableció, como también lo hizo el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), que los descendientes del sentenciado no se hallaban en un escenario de abandono o desprotección.
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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la tutela instaurada mediante apoderada judicial por el señor FRANKLIN RONIER MESA LÓPEZ contra el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la Administración de Justicia, igualdad, dignidad humana y supremacía del interés superior del menor.
2.- SOLICITUD 

La acción constitucional presentada a favor del señor MESA LÓPEZ se puede sintetizar así: (i) el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), lo condenó por fabricación, tráfico y porte de armas de fuego, y en marzo 12 de 2018 solicitó al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira la prisión domiciliaria por ser padre cabeza de familia, como allí se sustentó, por lo cual se dispuso la visita domiciliaria y con antelación a que se adoptara la decisión, su proceso fue enviado al Juzgado Quinto de Ejecución de Penas de Ibagué (Tol.), pues para esa fecha había sido recluido en la cárcel del Espinal (Tol.); (ii) por auto de septiembre 04 de 2018 el referido despacho negó lo pedido, por lo cual se apeló tal determinación y el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, por auto de diciembre 12 de 2018, confirmó dicha providencia; (iii) este último despacho desconoció el acervo probatorio arrimado y no valoró en debida forma las pruebas arrimadas a la actuación, y (iv) estima que la acción impetrada cumple con los requisitos generales y específicos de procedencia, estos últimos por cuanto el juzgado incurrió en errores por defecto fáctico o  por la inadecuada valoración de la prueba y por falsa motivación al indicar que FRANKLIN RONIER no logra demostrar su condición de padre cabeza de familia, lo que no se ajusta a la realidad.

Con fundamento en lo anterior pide que se protejan sus derechos fundamentales de acceso a la Administración de Justicia, igualdad y dignidad humana vulnerados por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) y como consecuencia de ello, se revoque y deje sin efectos “la sentencia” proferida dentro del proceso 6617060000662015201247 que confirmó “la sentencia” emitida por el Juzgado Quinto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.), y en su lugar se le conceda al señor FRANKLIN RONIER MESA LÓPEZ la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia.

3.- CONTESTACIÓN

El despacho avocó el conocimiento de la actuación, ordenó correr traslado de la acción al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), y vinculó de manera oficiosa al Juzgado Quinto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, así como a los agentes del Ministerio Público que actúan ante esos despachos. Al respecto se pronunciaron los siguientes:

- El titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), señaló que ese despacho condenó a 108 meses de prisión al señor FRANKLIN RONIER MESA por la conducta de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, mediante sentencia de octubre 11 de 2017, a la vez que se le negó el subrogado de la condena de ejecución condicional; así mismo que por auto de diciembre 12 de 2018 confirmó la decisión del Juzgado Quinto de Ejecución de Penas de Ibagué, por medio de la cual se negó la prisión domiciliaria, lo cual se hizo con apego a la Constitución, la jurisprudencia y la Ley, por lo cual no se ha vulnerado derecho alguno.

- El Juez Quinto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.) manifiesta que ese despacho negó la sustitución reclamada, entre otras situaciones, por cuanto de la documentación aportada, solo se demostró que el actor es padre de dos menores, que uno se encuentra a cargo de la madre en Bogotá D.C., y  la otra con su abuela paterna, y por ende no era suficiente para conceder lo pedido, por cuanto la naturaleza y modalidad de la cual por la cual fue condenado, no hacen aconsejable su reclusión en su domicilio; además se tuvo en cuenta que el procesado se capturó en junio 16 de 2016, se le dio libertad al día siguiente, y aun así no tuvo interés alguno en el proceso seguido en su contra, y evadió el cumplimiento de la sentencia hasta que fue nuevamente privado de su libertad.  Estima que el procesado hizo uso de los recursos ordinarios y que no se han desconocido sus derechos fundamentales.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a la Colegiatura si la actuación adelantada por los Juzgado Quinto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.) y Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), dentro del trámite de la solicitud de prisión domiciliaria que como padre cabeza de familia elevó el sentenciado FRANKLIN RONIER MESA LÓPEZ, constituye vulneración a las garantías fundamentales que invoca a favor de sus menores hijos.

5.2.- Solución

La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Como quiera que en esta acción, se atacan determinaciones adoptadas por autoridades judiciales, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar las citadas decisiones, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional ha acogido en fallos C-560/05 y T-332/06, entre otros.

De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se acate el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560 de 2005, y pueden sintetizarse así: a) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la providencia; f) error inducido, que se origina cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de un proveído que afecta derechos fundamentales; g) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus providencias en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; h) desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, y i) violación directa de la Constitución.
Así mismo la Corte Suprema de Justicia, ante la interposición de acciones constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado 
 que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza recae en el juez ordinario.

Debe en consecuencia proceder la Sala en primera instancia a verificar si se acreditan tales requisitos formales y generales de procedencia de la acción constitucional.
En cuanto a los requisitos generales de procedencia, tenemos:

- Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. El actor pretende la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, dignidad humana, acceso a la Administración de Justicia y supremacía del interés superior del menor, precisamente a consecuencia de lo cual solicitó la sustitución de la ejecución de la pena en centro penitenciario por prisión domiciliaria al ostentar la condición de padre cabeza de familia, como mecanismo que ha previsto el legislador para promover el respeto y garantía de los derechos de los niños. En ese sentido se observa que este caso es de relevancia constitucional, en tanto están inmersos derechos fundamentales de sus hijos J.S.M.O. y D.Y.M.O. -de 9 y 11 años de edad, respectivamente-, quienes precisamente por esa minoría de edad son titulares de derechos fundamentales prevalentes, como lo dispone el artículo 44 C.N.
Lo anterior, al advertirse que la acción constitucional fue formulada en aras de procurar el respeto y garantía de los derechos de los hijos del actor sin que se perciba un ánimo de instrumentalización, como así lo ha plasmado la jurisprudencia
.
- Que hayan sido agotados todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial. En este caso se demostró que el actor utilizó los medios ordinarios de defensa judicial para lograr el otorgamiento de la prisión domiciliaria, los cuales le fueron desfavorables.

- Que se cumpla el requisito de la inmediatez. La exigencia del plazo razonable
 igualmente se halla acreditada, por cuanto la tutela fue presentada, cinco meses después de la expedición de la providencia de segundo grado emitida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas.
- Identificación razonable de los hechos que generaron la presunta vulneración de los derechos fundamentales invocados. Se aprecia que el motivo de inconformidad por el actor, radica en las providencias que en su momento emitieron el Juzgado Quinto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del Ibagué (Tol.) y el Juzgado Segundo Penal del Circuito con función de conocimiento de Dosquebradas (Rda.), por medio de las cuales se le negó la concesión de la prisión domiciliaria mediante las cuales fue denegada la sustitución de la ejecución de la pena en centro penitenciario por prisión domiciliaria, las que adolecen de un defecto fáctico  por  o procedimental por la falta de valoración del acervo probatorio y falta de motivación.

- Que la decisión judicial contra la cual se formula la acción de tutela no se corresponda con sentencias de tutela. Las providencias que son objeto de controversia, fueron proferidas dentro del proceso por el cual se vigila la pena dictada en contra del señor MESA LÓPEZ, con ocasión de la sentencia penal que le fuera impuesta.

Ahora bien, respecto a los requisitos específicos, considera el accionante que en este caso se presentó un defecto fáctico o procedimental, por cuanto el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira efectuó una inadecuada valoración de las pruebas arrimadas que demuestran que el señor FRANKLIN RONIER es padre cabeza de familia, que es éste quien atiende las necesidades económicas de los menores, además de brindarles cariño, afecto y la asistencia en todo sentido, incurriéndose en la decisión en una falsa motivación cuando se indicó que su defendido no cumple las exigencias legales y jurisprudenciales para ser tenido como tal, lo cual no se ajusta a la realidad procesal.
Observa esta Colegiatura que la tutela satisface los requisitos generales y específicos de procedencia contra decisiones judiciales, por cuanto el actor cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía al pretender que se dejen sin efecto decisiones judiciales emitidas por Jueces de la República competentes para ello.

Lo que debe en consecuencia entrar a analizar la Corporación es si con las providencias emitidas por los despachos cuestionados, se vulneraron los derechos fundamentales no solo del actor, sino del interés superior de sus menores hijos.
El artículo 1° de la Ley 750/02 que regula lo concerniente a la prisión domiciliaria cuando se trata de madre o padre cabeza de familia, contempla: “La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá, cuando la infractora sea mujer cabeza de familia, en el lugar de su residencia o en su defecto en el lugar señalado por el juez en caso de que la víctima de la conducta punible resida en aquel lugar, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: Que el desempeño personal, laboral, familiar o social de la infractora permita a la autoridad judicial competente determinar que no colocará en peligro a la comunidad o a las personas a su cargo, hijos menores de edad o hijos con incapacidad mental permanente”.
Tal norma se hace extensible a los hombres que se consideran jefes de hogar, como así lo indicó la Corte Constitucional en la sentencia C-964/03, al estudiar la demanda presentada contra algunos de los artículos contenidos en la Ley 89/93, donde dispuso que: “[…] los beneficios establecidos en dichos artículos a favor de las personas dependientes de la mujer cabeza de familia se harán extensivos a los hijos menores y a los hijos impedidos dependientes del hombre que, de hecho, se encuentre en la misma situación que una mujer cabeza de familia […]”.

Igualmente, el artículo 1º de la Ley 1232/08, modificatoria de la Ley 82 de 1993, prescribe: “[…] es mujer Cabeza de Familia, quien siendo soltera o casada, ejerce la jefatura femenina de hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar” -resaltado fuera del texto-
El artículo artículo 461 C.P.P., en concordancia con el 314.5 ídem señala lo siguiente:

“Artículo 461. Sustitución de la ejecución de la pena. El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad podrá ordenar al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario la sustitución de la ejecución de la pena, previa caución, en los mismos casos de la sustitución de la detención preventiva”.
“Artículo 314. Sustitución de la detención preventiva. La detención preventiva en establecimiento carcelario podrá sustituirse por la del lugar de la residencia en los siguientes eventos:

[…].

5. Cuando la imputada o acusada fuere madre cabeza de familia de hijo menor o que sufriere incapacidad permanente, siempre y cuando haya estado bajo su cuidado. En ausencia de ella, el padre que haga sus veces tendrá el mismo beneficio”. 
De las normas en comento, se desprende que para determinar si se ostenta la condición de madre o padre cabeza de familia, se debe establece: (i) que se tenga hijos menores de edad o en condiciones de debilidad manifiesta por incapacidad permanente; (ii) que los descendientes hayan estado bajo su cuidado de manera permanente, por ausencia del cónyuge o compañero, o la ausencia de ayuda de los demás miembros del grupo familiar; y (iii) que el desempeño personal, laboral, familiar o social del procesado permita a la autoridad judicial competente establecer que no colocará en peligro a la comunidad o a las personas a su cargo, hijos menores de edad o descendientes con incapacidad mental permanente.

Para efectos de verificar si por parte de los juzgados accionados se incurrió en irregularidad alguna al momento de analizar la solicitud del mecanismo sustitutivo, se hace necesario hacer un breve recuento de lo allí acontecido:

El Juzgado Quinto de Ejecución de Penas en decisión de septiembre 04 de 2018, señaló: (i) que el señor FRANKLIN RONIER MESA es padre de dos menores, uno que se encuentra en Bogotá D.C., con su madre y la otra hija está a cargo de la abuela paterna; (ii) la naturaleza y modalidad de la conducta por la que fue sentenciado, no hace aconsejable la reclusión en su domicilio; (iii) aunque el procesado se capturó en junio 16 de 2017 y al día siguiente se le otorgó libertad, no tuvo interés en el proceso que se surtió en su contra, y evadió el cumplimiento del fallo hasta su nueva captura; (iv) aunque demostró ser miembro de un núcleo familiar, no acreditó debidamente tener la calidad de padre cabeza de familia, y que los dos hijos estuvieran en condición de abandono; y (v) fue el interno quien se puso en la situación en la que se encuentra, y que la aplicación de la sanción penal no es otra cosa que el ejercicio legítimo del poder punitivo del Estado.

Contra tal providencia la apoderada del sentenciado interpuso apelación, donde pidió su revocatoria con fundamento en lo siguiente: (i) el despacho reconoció todas las pruebas que se aportaron en la petición de marzo 12 de 2018, pero desconoció lo encontrado en la visita socio-familiar, donde se evidencia que los menores siempre han estado a cargo de su señor padre, quien les ha brindado manutención económica y cuidado personal; (ii) sus hijos están afectados y abandonados, pues su padre era la figura unitaria que tenían, por cuanto su madre los había desamparado, no estaba al pendiente de ellos y por ello estaban con su progenitor quien los cuidó hasta que fue capturado; (iii) los derechos de los menores han sido quebrantados, al punto de tener que enviar a J.S.M.O. al lado de su madre, exponiéndolo al posible abandono a que era sometido, y la pequeña DJMO está sometida a que su abuela le dé alimentos, y aunque el despacho aduce que la niña continúa en su hogar, este era el conformado por los pequeños y su padre, no por su abuela quien de manera obligada ve por la niña para no dejarla a la deriva; (iv) FRANKLIN RONIER es padre de dos menores, cuyas condiciones cambiaron, al ser él quien era en cargado de su cuidado; y (vi) su defendido carece de antecedentes y lo dicho anteriormente se soportó con declaraciones extraproceso que no fueron tenidas en cuenta por el fallador.

A su turno, el Juzgado Segundo Penal del Circuito en auto de diciembre 12 de 2018, expresó: (i) no existe ningún elemento probatorio, donde sumariamente demuestre los presupuestos requeridos como padre cabeza de familia -que tiene a su cargo, efectiva, económica o socialmente y en forma permanente hijos menores propios u otras personas incapaces, o que en este caso su abuela no se encuentre presente en el hogar permanentemente o por incapacidad-; (ii) no se demostró que sus hijos quedaran desprotegidos ante su reclusión; (iii) si bien el Estado tiene una obligación de protección para los menores descendientes de personas privadas de la libertad, esto se da en el evento que la abuela o madre de los mismos no puedan cuidarlos, por lo que el ICBF entraría a restituir sus derechos; y (iv) a pesar de las declaraciones extrajuicio donde se expone su condición de padre y la situación de uno de sus hijos, no logra soportar la calidad de padre cabeza de familia, al no acreditar las exigencias para ello, ni evidenciarse que su prole se encuentre desprotegida.
De la información que por parte de la apoderada del actor se aportó al momento de elevar la solicitud pertinente, se aprecia que la argumentación presentada por el Juzgado Quinto de Ejecución de Penas de Ibagué (Tol.) para resolver tal solicitud y considerar que el mismo no es padre cabeza de familia, si bien no fue la más prolífica en argumentación, estuvo cimentada en que el procesado probó ser miembro de un grupo familiar, ser padre de dos menores -de los cuales uno se encuentra en Bogotá D.C., con su madre y la otra hija a cargo de la abuela paterna-, pero no demostró que se hallaran en situación de abandono, aunado a la naturaleza y modalidad de la conducta por la que fue sentenciado
. En similar sentido, el funcionario de segunda instancia, no obstante hacer hincapié en que no se confirmó la condición de padre cabeza de familia, también refirió que en este asunto no se corroboró que con ocasión de la reclusión de su padre los hijos quedaran desprotegidos.

Si bien la providencia que dictó en primera instancia el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.) no resultó favorable a lo reclamado por el señor MESA LÓPEZ, en ese proveído no se aprecia la vulneración de derecho fundamental alguno, máxime que el mencionado funcionario en ejercicio del derecho de la independencia y autonomía judicial estableció, como también lo hizo el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), que los descendientes del sentenciado no se hallaban en un escenario de abandono o desprotección.

Para esta Corporación tampoco existe afectación de las garantías constitucionales de los menores hijos del señor MESA LÓPEZ, porque en efecto la prisión domiciliaria le fue negada debido a que no acreditó los requisitos para ser tenido como padre cabeza de familia, puesto que para que pueda tenerse como tal se requiere que sus descendientes se encuentren en desprotección absoluta, es decir, no solo en el aspecto económico sino también en el afectivo, y en aras de proteger los derechos que a estos les asisten es que se concede el beneficio, pero en su caso, se itera, se determinó que están bajo el cuidado y protección tanto de su progenitora como de la abuela paterna, como así se estableció en la visita socio-familiar, lo que de entrada hace inviable la concesión de ese sustituto.

Finalmente, aunque no puede desconocerse el desarraigo que los niños han sufrido a raíz de la privación de la libertad de su señor padre, tal situación es la  consecuencia lógica de la incursión de este en los linderos del código penal, lo que realizó de manera voluntaria, sin pensar en las consecuencias que un comportamiento como el que asumió podría conllevar a sus familiares más cercanos, en especial a sus descendientes, como ahora lo pregona, pero tal circunstancia per se no lo hace acreedor a la condición de padre cabeza de hogar, al apreciarse que pese a las dificultades, a los menores se le brinda los cuidados necesarios por parte de su familia -madre y abuela- y ello conlleva predicar que a los mismos no se les han quebrantado garantías fundamentales.

Por lo demás, se advierte que lo pretendido con este trámite es revivir un debate estudiado dentro de la actuación penal en la que se vigila la pena que le fue impuesta, en el cual tuvo la oportunidad de presentar los recursos de ley, y en efecto acudió al de apelación, por lo que el asunto ya fue resuelto por los jueces competentes sin que sea viable concurrir a la acción constitucional como una tercera instancia para revisar un tema que ya fue definido por los funcionarios judiciales encargados de ello. Por lo anterior, se negará el amparo reclamado.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA
PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela interpuesta mediante apoderada judicial por el ciudadano FRANKLIN RONIER MESA LÓPEZ.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� Ver, entre otros, CSJ STP 04 Jun 2015, Rad. 67051 y STP4210-2015 de 14 Abr 2015, Rad. 78721. La Sala de Casación Penal ha rechazado las solicitudes de amparo al observar que el alegato de los derechos de los menores de edad es una mera excusa para acceder a un beneficio penal, práctica que se considera inaceptable al vulnerar el derecho fundamental a la dignidad humana, y la consecuencia de ello ha sido declarar improcedente el amparo invocado. 


� La Corte Constitucional en sentencia T-328 de 2010, en cuanto al plazo razonable señaló: “En algunos casos, seis (6) meses podrían resultar suficientes para declarar la tutela improcedente; pero, en otros eventos, un término de 2 años se podría considerar razonable para ejercer la acción de tutela, ya que todo dependerá de las particularidades del caso”.


� Al respecto la jurisprudencia de la Corte Constitucional –Sentencia T-534 de 2017- ha sostenido que: “[…] la tesis actual de la Sala de Casación Penal es que el otorgamiento de la prisión domiciliaria como pena sustitutiva, fundada en la condición de padre o madre cabeza de familia, exige el análisis conjunto de las normas que rigen el sustituto, la valoración del interés superior de los menores de edad y la consideración de las circunstancias personales del procesado, relacionadas entre otras con los antecedentes y la naturaleza del delito. Esta tesis considera las finalidades de la pena, las cuales atienden a principios y valores constitucionales como la paz, la responsabilidad de los particulares y el acceso a la administración de justicia de todos los asociados” -negrillas de la Sala-
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